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EL SISTEMA (O MODELO) 
PROCESAL PENAL ACUSATORIO: 

AVANCES Y RETOS

Sergio J. Cuarezma Terán(*)

Diego Cuarezma Zapata(**)

I

La solidez de las instituciones de justicia y del Estado de Derecho, en 
cualquier país, constituyen la base del buen funcionamiento de las insti-
tuciones políticas y de los procedimientos democráticos. Hay un vínculo 
axiológico y práctico entre la calidad del Estado de Derecho y la estabilidad 
política y el desarrollo económico y social de la sociedad. Esta correlación 
de las sociedades y una creciente expectativa que se vincula con estándares 
de mayor acceso a los sistemas de justicia y de resolución de conflictos, 
es un derecho a la satisfacción de expectativas de derechos y garantías de 
la población. Hoy día, el desarrollo debe sustentarse en mayores niveles 

(*) Penalista y criminólogo. Fue Magistrado de la Corte Suprema de Justicia de 
Nicaragua (marzo 2007 a marzo 2012). Vicerrector General, Profesor de Derecho 
Penal e investigador de Derecho penal del Instituto de Estudio e Investigación 
Jurídica (INEJ), Nicaragua; y profesor de Derecho penal de la Universidad 
Americana (UAM), Nicaragua. Miembro del Grupo de Investigadores Reconocidos 
del Área de Derecho Penal de la Universidad de Valladolid, España, Miembro del 
Comité Permanente de América Latina para la Prevención del Delito y Experto 
del Instituto Latinoamericano de Naciones Unidas para la Prevención del Delito y 
Tratamiento del Delincuente (ILANUD).

(**) Asistente de Investigación del Instituto de Estudio e Investigación Jurídica (INEJ), 
Nicaragua.
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de equidad y de acceso de todas las personas a las oportunidades. Estas 
condiciones de equidad, participación y seguridad, suponen la existencia 
de instituciones públicas fuertes, ágiles, transparentes y eficaces, especial-
mente de la justicia, pero una independiente e imparcial, un árbitro que 
pueda hacer respetar las reglas (previas) del juego democrático y generar, en 
consecuencia, seguridad jurídica, que hace precisamente, que una sociedad 
pueda crecer social y económicamente.

II
La justicia (y su reforma), en esta línea de pensamiento, ha venido 

ocupando, aunque con lentitud, un plano importante dentro de los te-
mas políticos e institucionales de la región. La razón de ello es evidente, 
la región no había enfrentado con la profundidad requerida y, por tanto, 
el tratamiento debido a la cuestión de la justicia, la cual ha evolucionado 
muy lentamente en el pasado siglo.

La reforma de la justicia se manifestó en un proceso mundial de cam-
bios y transformaciones de los sistemas políticos, por ejemplo, el desman-
telamiento de los regímenes socialistas, la aparición de un nuevo orden 
político y el nacimiento de la globalización, en la cual, la economía y las 
finanzas ocupan una atención singular. Estos cambios obligaron que el 
tema de la justicia, pasara a considerarse no «sólo factor de desarrollo», 
sino «destinada a impulsar el desarrollo». Así, la justicia, y particularmente 
la penal, que en su inicio postulaba como fundamento para su reforma la 
promoción y la tutela de los derechos humanos, comienza a verse en estre-
cha relación con el desarrollo económico (justicia y economía), como un 
presupuesto para en la seguridad de las inversiones económicas, financieras 
y empresariales, y por tanto, asegurar las grandes inversiones extranjeras 
directas en la región.

La justicia y su importancia, pasa pues, de un interés «local» a un 
interés «regional», y, su fundamentación del plano de los «derechos huma-
nos», al plano predominantemente «económico». En la teoría de la justicia, 
JOHN RAWLS (Gago, 2011, p. 32) expresa que la justicia está íntima-
mente relacionada a la satisfacción de los bienes sociales, que permitirán 
el mejoramiento de las oportunidades de las personas. Este seria, como 
expresa GAGO PRIALE,

“el centro de la estructura de la sociedad: de un lado, la mayoría de 
libertades de la tradición liberal y democrática, y por el otro, el esta-
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blecimiento de un cuadro institucional que permita la distribución de 
la renta y la riqueza de manera tal que asegure la igualdad de oportu-
nidades” (2011, p. 32)

La viabilidad de todo desarrollo depende, sin duda, de la estructura-
ción y solidez de las instituciones públicas y legales, que organizan política-
mente a la sociedad. Sin estas, entre las cuales destaca la justicia (indepen-
diente e imparcial) la comunidad carece de norte y de medios para definir 
y realizar sus intereses y expectativas comunes. Así pues, el desarrollo de 
una sociedad está condicionado, entre otros factores, por la existencia de 
un Estado de derecho constitucional y de justicia cuyo desempeño sea efi-
ciente y eficaz. Los derechos humanos en la dialéctica del desarrollo juegan 
un papel fundamental de principios verdaderos del sistema institucional, 
que definen el modelo constitucional. Esta inescindible correlación llevó a 
PÉREZ LUÑO (1993, p. 19) a considerar

“el estrecho nexo de interdependencia genético y funcional, entre el 
Estado de derecho y los derechos fundamentales, ya que el Estado de 
derecho exige e implica para serlo garantizar los derechos fundamen-
tales, mientras que éstos exigen e implican su realización al Estado de 
derecho”.

Por esta razón, dice PÉREZ LUÑO (1993, p. 26),

“cuanta más intensa se revela la operatividad el Estado de derecho, 
mayor es el nivel de tutela de los derechos fundamentales. De igual 
modo que en la medida en que se produce una vivencia de los dere-
chos fundamentales se refuerza la implantación del Estado de dere-
cho”

Esto, obviamente, es imposible en sociedades donde no hay consti-
tuciones políticas o habiéndolas no hay división de poderes, es decir, en 
sociedades gobernadas por un Estado absoluto, porque es incompatible 
con las libertades individuales y políticas. En el estado policial del absolu-
tismo, “el ejecutivo solo necesitaba una orden del soberano para justificar 
sus actuaciones” en cambio el Estado de derecho “era considerado el hecho 
de que cualquier acto que interfiriera con la vida de los ciudadanos debía 
adoptarse en virtud de una ley” (Birkenmaier, 1997, p. 85). Esto hace que 
la importancia del Estado de derecho radique en el

“principio general de que toda actuación del Estado debe ser calcu-
lable y previsible. Sólo puede existir seguridad jurídica allí donde los 
ciudadanos saben con exactitud, qué es lo que el Estado puede hacer 
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y qué es lo que ellos mismos deben hacer o dejar de hacer.” (Besson, 
Waldermar y Gotthard, 1997, p. 125).
La justicia desde este rincón, es un mecanismo para el mejoramiento 

de la calidad de vida y un factor destinado a impulsar el desarrollo, sin 
perjuicio que no tenga un modelo de desarrollo predeterminado, ya que 
cada sociedad lo determina según sus necesidades. La justicia para este 
supuesto, es lo justo, lo cual equivale a un bien tangible, relacionado a 
lo objetivo y socialmente demarcable, no la justicia trascendental (Gago, 
2011, p. 50). Por esta razón los insumos del desarrollo “deben de prove-
nir del derecho y de la habilidad del Estado de generar o incentivar un 
sistema jurídico que permita a la sociedad plural articularse internamen-
te y retroalimentarse permanentemente con el mismo Estado” (Gago, 
2011, p. 50). Esto permite que el desarrollo se convierta en un proceso 
de “expansión de las libertades reales de que disfrutan los individuos”, 
como expresó AMARTYA SEN, Premio Nobel de Economía de 1998. 
Para este desarrollo, es fundamental la eliminación de las fuentes de pri-
vación de libertad: “la pobreza y la tiranía, la escasez de oportunidades 
económicas, el abandono de los servicios públicos, la intolerancia o el 
exceso de intervención de los Estados represivos”. La idea de SEN, según 
GAGO PRIALE,

“es el del desarrollo en su acepción integral: humano, social, econó-
mico, también político e institucional, y de la libertad real igualmen-
te plena: economía, civil, política. Desarrollo y libertad, entonces, se 
entrelazan y retroalimentan, no existen ni se dan, menos se hacen 
sostenibles por su cuenta, más bien depende el uno de la otra. De la 
respuesta a la pregunta cuán libres realmente son los ciudadanos de un 
país de las varias cadenas que existen: pobreza, ignorancia, exclusión, 
depende el saber si ese país (nuestro país) es nada, poco o mucho de-
sarrollado” (Gago, 2011, p. 50-51) (entre paréntesis es mío)

III
En la región centroamericana desde inicio de los años noventa, coin-

cidentemente con el señalamiento del profesor de la Universidad de Mú-
nich, BERND SCHUNEMANN, en su trabajo, la marcha triunfal del 
procedimiento penal americano en el mundo, tiene inicio la reforma de la 
justicia penal, la “gran reforma del siglo XX”, como le denominaron algu-
nos académicos.
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Esta reforma implica la transformación del sistema de justicia en cada 
uno de sus componentes, la policía en el área de la investigación crimi-
nal, la reforma del código penal, el código procesal penal y la legislación 
penitenciaria de cada país, entre otras áreas. No obstante, pensamos que 
el impacto de mayor transcendencia se produjo en la reforma de carácter 
procesal penal, no solo por el cambio de sistema o modelo procesal (del 
inquisitorial al acusatorio), sino también por la fuente de donde se origina 
el mismo. La región asume un modelo propio del sistema jurídico compa-
rado del Common Law y marca distancia con el europeo continental, del 
Civil Law, basado en la ley escrita.

El nuevo modelo procesal penal, instaura el modelo acusatorio. El 
impacto de este modelo radica, entre otros aspectos, en la exigencia de que 
exista una correlación entre la acusación y la sentencia, o como expresa la 
jurisprudencia del Tribunal Constitucional de España 4/2002, 14 de ene-
ro, “nadie puede ser condenado por cosa distinta de la que se le ha acusado 
y de la que, por lo tanto, haya podido defenderse”, y segundo, en la separa-
ción de los roles de las partes que intervienen en el proceso. Para que esto 
pueda ser posible, que el principio acusatorio tenga vigencia, la estructura 
del proceso penal de modelo acusatorio, separa con claridad las funciones 
de acusar y juzgar. Lo anterior, sumado a los principios del debido proceso 
y, en especial, al derecho a la defensa, que permite al acusado rechazar la 
acusación que contra él, en el marco de una audiencia oral y publica, do-
minada por el debate contradictorio.

A diferencia del proceso acusatorio, el modelo inquisitivo es el enjui-
ciamiento penal que responde a la concepción absoluta del poder central, a 
la idea extrema sobre el valor de la autoridad y la centralización del poder; 
todos los atributos que concede la soberanía se reúnen en una única mano. 
El principio inquisitivo consiste en que el órgano jurisdiccional desarrolla 
su actividad en relación con uno o varios sujetos que se encuentran en 
posición pasiva respecto de esa actividad, es decir, el juez inicia de oficio 
las investigaciones y lleva el proceso adelante respecto de una sola parte 
(el imputado), frente a la cual investiga y dicta sentencia. El juez instruc-
tor, como director y artífice de la investigación, puede acordar todas las 
diligencias que considere convenientes o útiles para la comprobación del 
delito e identificación de los culpables; las partes personadas en el juicio 
pueden colaborar en la instrucción pidiendo la práctica de las diligencias 
que estimen oportunas, y que deben, en todo caso, acordarse por el juez si 
las considera conducentes, o no. Otro rasgo del proceso penal inquisitivo 
es el carácter escrito de las actuaciones, que permite revisar la cuestión en 
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segunda instancia y aún en casación, compensando —y limitando— de 
esta manera los grandes poderes del juez inquisidor, que dicta sentencia de 
primer grado con base en sus averiguaciones.

El modelo procesal acusatorio, en cambio, exige que una parte dis-
tinta al juez promueva y sostenga una acusación o pretensión punitiva 
para que pueda iniciar el juicio penal y, en su caso, pueda condenarse al 
acusado. En el principio acusatorio el acusador es persona distinta del juez. 
El Estado separa ambas funciones de acusar y juzgar en diferentes sujetos, 
para evitar que coincidan.

IV
Sin embargo, y a pesar de los grandes esfuerzos, después de veinte 

años del inicio de la reforma, esta presenta aún problemas. En la investi-
gación realizada por ILANUD en Latinoamérica (2007), bajo la dirección 
científica del profesor ZAFFARONI, sobre “Los derechos fundamentales 
en la instrucción penal en los países de América Latina” (2007, p. 41), se 
llegó a comprobar empíricamente las violaciones de los derechos funda-
mentales de las personas imputadas en la etapa de investigación, la etapa 
que le corresponde dirigir al fiscal.

En las conclusiones de la investigación se presentan hallazgos gra-
ves, violaciones propias de un proceso inquisitivo, identificadas en las 
nuevas legislaciones de corte acusatorio. En la etapa de la instrucción 
penal practicadas por los cuerpos policiales, se advierte, entre otras cosas, 
que a los detenidos (imputados) no gozan del derecho a la presencia de 
un defensor y se encuentran incomunicados; que las declaraciones que 
brindan los detenidos en la policía en el proceso el judicial no las exclu-
ye, les da valor probatorio contaminando la imparcialidad de los jueces, 
legitimando el modelo materialmente inquisitivo en sede acusatorio; que 
la policía y el Ministerio Público asumen poderes arbitrarios o incon-
trolados (mismo del juez inquisitorial); también que el hecho de que la 
detención, custodia y alojamiento del detenido o imputado recaiga en un 
mismo cuerpo, debilita la defensa del detenido; respecto al valor procesal 
de la prueba obtenida ilícitamente, quedó claro que existen en las normas 
procesales y practicas judiciales orientadas a salvar las deficiencias en la 
investigación policial para permitir una valoración positiva de los ele-
mentos obtenidos ilícitamente; que estos vicios por parte de la judicatura 
revela que se ha adoptado a nivel latinoamericano una doctrina jurídica 
de origen europeo que propicia estados legales de derecho y no estados 
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constitucionales de derecho, privilegiando la seguridad de respuesta por 
sobre la seguridad jurídica.

En el 2011, ILANUD llevó a cabo una investigación sobre las “Re-
formas al sistema de justicia penal en Japón y América Latina. Logros, 
problemas y perspectiva”, en las conclusiones generales, puso de relieve 
(veintisiete años después de iniciada) serias disfuncionalidades, o dicho en 
palabras de BINDER “una tarea inconclusa e imperfecta” (2016, p. 101). 
La prisión preventiva, medida cautelar extraordinaria, es utilizada de forma 
indiscriminada no sólo en las peticiones que los fiscales hacen a la hora de 
la acusación, sino también en la imposición de los jueces. A pesar que los 
Códigos de la región han incorporado mecanismos alternos de solución de 
conflictos, son utilizados de forma insuficiente para evitar que los hechos 
sean llevados al sistema de justicia penal y evitar una respuesta violen-
ta. Uno de los más graves problemas que enfrenta la reforma es el escaso 
apoyo que el Estado da a la defensoría pública, especialmente en el tema 
presupuestario. Esta institución es el fundamento democrático del proceso 
penal, y sin una defensoría pública fuerte muy difícilmente el modelo pro-
cesal acusatorio podrá consolidarse. Los roles de los actores procesales y su 
consolidación, es otro de los problemas que presenta la reforma veinticinco 
años después. A pesar que el nuevo modelo procesal establece la separación 
de roles, el fiscal ejerciendo la acción de acusación y el juez, resolviendo, lo 
cierto es que en la práctica no son pocos jueces que se inmiscuyen en roles 
o funciones derogadas. Otro aspecto, es la escasa articulación operativa en-
tre el Ministerio Público y los organismos de investigación y el predominio 
de una cultura inquisitiva o autoritaria entre los operadores de justicia.

V
Estos problemas que apuntan las interesantes investigaciones del ILA-

NUD, 2007 y 2011, exigen, sin duda, retos que no pueden posponerse. 
La investigación (2011) propone como recomendaciones, primero, dotar 
de mayores garantías procesales a las partes dentro del proceso, de acuerdo 
con los estándares internacionales sobre la materia, y, segundo, la búsqueda 
de mayor eficiencia y eficacia procesal.

Estas recomendaciones, se orientan a la implementación de la orali-
dad en el sistema o modelo procesal acusatorio, eliminando en lo posible 
la formalización del proceso o rigurosos formalismos escritos, propios del 
modelo inquisitivo (pocos países, como Panamá, suprimió exitosamente el 
expediente en el proceso). La necesidad de implementar los mecanismos 
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de resolución alternativos de conflictos y evitar que la creciente conflicti-
vidad social sea trasladada al escenario judicial. Además, es recomendable 
impedir en la medida de lo posible, que la falta de acuerdos entre las partes 
en el conflicto, desemboque por parte del Ministerio Público en acusación 
y, por el contrario, estimular que los hechos permitidos por la ley lleguen 
se resuelvan por estos mecanismos. El derecho a la participación de la víc-
tima en el proceso penal, es otro reto de la reforma procesal penal. La 
reforma contemplaba una mayor participación de la víctima del delito, sin 
embargo, todavía hoy el papel de la misma es pasivo y reducido al papel de 
testimonio, como si no pudiera colaborar de forma activa y positiva en el 
hecho criminal (Cuarezma, 1996, 298-299). La participación ciudadana 
en la justicia penal, es otro reto para la reforma, como el desarrollo de una 
contracultura acusatoria, para desplazar los resabios del modelo procesal 
inquisitorial.

Y, por último, y no menos importante, la región tiene el desafío (o 
el compromiso) de racionalizar la intervención penal, es decir, considerar 
al Derecho penal como la última ratio, sobre todo en momentos que la 
región trata de desarrollar políticas de tolerancia cero o ley y orden, que se 
traducen en mayor violencia con meno garantías, dirigidas especialmente 
a los sectores poblacionales empobrecidos, que demuestra, a propósito, lo 
que el Estado puede hacer solo por ellos. Como expresa en una reciente en-
trevista al diario argentino La Nación, el sociólogo noruego Nils Christie, 
la «prisión lastima a la gente».
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